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¿Por qué los partidos hacen trampa? 
Cambios en las normas electorales en

México después de la democratización

Joy Langston*

RESUMEN: Este artículo estudia la democracia mexicana desde 1996 para comprender las motivacio-
nes de los líderes de partido al crear y manipular leyes que definen la competencia y la colusión 
electorales. Encuentra que los líderes de los tres principales partidos (pri, pan y prd) negociaron 
resultados institucionales que les permitieron hacer trampa en el corto plazo, a la vez que dejar las 
consecuencias reputacionales de una estrategia que erosionaba al árbitro electoral a los futuros lí-
deres. Sin embargo, la sistematización de esa estrategia de incumplimiento condujo en última 
instancia a un desastre electoral.
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Why do Parties Cheat? Institutional Choice in Mexico after Democratization

ABSTRACT: This paper examines Mexico’s democracy since 1996 to understand the motivations of 
party leaders in creating and manipulating laws that shape competition and collusion. It finds that 
party leaders negotiated institutional outcomes that allowed them to cheat in the short-term and 
leave consequences of a non-cooperative strategy to future leaders. However, at each stage of the 
political game, leaders continue to follow the same strategy of non-compliance, which can ulti-
mately lead to electoral disaster. 
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INTRODUCCIÓN

En muchas democracias recientes, los partidos políticos u otros actores políticos han 
confiado en terceros actores, conocidos como organismos de administración elec-

toral (oae, en adelante), para administrar las elecciones. Esto les permite aprovechar 
un horizonte de tiempo más largo para invertir en su etiqueta partidista sin miedo a 
que los otros partidos cometan fraude (idea, 2014). Los partidos tal vez quieran ma-
nipular las instituciones electorales para su propio beneficio, pero deben forjar re-
glas que los votantes y otros actores electorales consideren justas para que los  
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resultados electorales sean aceptados, incluso por los perdedores. Sin embargo, 
como Birch y Van Ham reconocen (2017: 487), los organismos de gestión electoral 
están inmersos en el juego político que deben regular, por lo que es difícil lograr una 
“independencia de facto de influencia política...” Esto implica, entonces, una ten-
sión que recientemente ha empezado a reconocerse: así como los partidos crean 
instituciones formalmente autónomas o semiautónomas para limitar sus acciones 
en su propio beneficio, también tienen fuertes incentivos para violar estas reglas si 
es posible y redactar leyes que puedan manipular o debilitar al oae. 

Este artículo estudia un solo sistema electoral, el de México, para comprender 
mejor las motivaciones de incumplimiento de los partidos. Encontramos que los 
líderes de partidos políticos se involucran en dos tipos de comportamiento cuestio-
nables: primero, a menudo coluden entre ellos para redactar leyes que los benefi-
cien mientras perjudican a otros tipos de actores políticos, como los votantes o 
líderes partidistas sin acceso a la dirigencia de los partidos; y segundo, ignoran las 
reglas negociadas y se engañan a sí mismos cuando el cumplimiento ayudaría a sus 
objetivos de largo plazo.

Los líderes de partido suelen tener dos intereses cuando se trata de oae; uno que 
comparten con otros partidos; y otro que no.1 La mayoría de los líderes de partido 
quieren reforzar su capacidad para ganar escaños a través de distintos medios, como 
la obtención de gran parte del presupuesto público, altas barreras de entrada para 
nuevos partidos y el control sobre sus políticos ambiciosos mediante la selección 
cerrada de candidatos.2 Aunque los líderes de partido busquen cometer fraude elec-
toral contra sus rivales, suelen cooperar con ellos para impedir que otro tipo de acto-
res accedan a la arena política. Estos intereses duales pueden llevar a que la 
institución reguladora sea capturada por los actores que ésta supuestamente regula.

La naturaleza del juego repetido implícito en las elecciones y en la elaboración 
de normas electorales enfatiza un dilema intertemporal. Los líderes y candidatos de 
partido tienen fuertes incentivos para ganar por cualquier medio necesario, espe-
cialmente si saben que el otro partido hará trampa. Si estos líderes tienen horizontes 
cortos de tiempo en ese puesto, pueden recurrir a comportamientos de incumpli-
miento de la normativa electoral porque las victorias bajo su mandato promoverían 
sus carreras personales. Sin embargo, si todos los líderes de partido continúan con la 
misma estrategia, prevalecerán las trampas y el acoso de la autoridad electoral, que, 
a su vez, conducirá a resultados no óptimos, como el aumento del rechazo de los 

1 Tsebelis (1990: 104) argumentó que las reglas electorales eran instituciones “redistributivas”, por-
que un asiento otorgado a un partido no puede otorgarse a otro, por lo que es un juego de suma cero. Sin 
embargo, esto no siempre es el caso porque los partidos en muchos sistemas electorales comparten al 
menos algunos intereses comunes.

2 En este artículo, la autora no distingue los partidos en términos de su nivel de trampa. Como se verá 
más adelante, todos los partidos se comportan de manera duplicada, y aunque algunos partidos hacen 
trampa más que otros, se trata de diferencias relativamente pequeñas.
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votantes hacia los partidos. Las consecuencias del comportamiento tramposo pue-
den no afectar las carreras de los líderes de partido porque los costos de incumpli-
miento se pagan en el futuro.3 Por lo tanto, tienen un fuerte interés en redactar 
reglas que puedan manipular en el presente, y están dispuestos a postergar los cos-
tos de su comportamiento debido a la alta probabilidad de que no serán líderes 
cuando las consecuencias negativas de sus negociaciones hagan efecto.

La literatura sobre captura de instituciones regulatorias ayuda a iluminar un proble-
ma central: los actores de la industria dentro de un sector regulado suelen ser capaces 
de capturar al regulador y, al hacerlo, pueden crear barreras de entrada para nuevos 
actores, permitiéndoles ofrecer “productos” de baja calidad a mayores costos. Como 
resultado de ello, los clientes, o los votantes en este caso, suelen perder. Este artículo 
mostrará que las agencias reguladoras electorales que conforman los órganos de ges-
tión electoral han sido, en mayor o menor medida, capturadas por los partidos que las 
colocaron, dejándolas en una posición débil frente a los partidos y el Poder Ejecutivo.

Uno podría preguntarse por qué no todas las naciones exhiben instituciones 
electorales capturadas y partidos tramposos. Primero, no todas las naciones tienen 
un sistema de partidos fuerte, especialmente cuando se trata de las democracias 
más nuevas (Mainwaring y Scully, 1995) y, por lo tanto, carecen de partidos podero-
sos capaces de hostigar a las autoridades electorales. Segundo, otras instituciones 
políticas pueden designar a una autoridad electoral más débil, como sugieren Birch 
y Van Ham (2017). Muchas democracias nuevas o débiles en América Latina, como 
Nicaragua, Ecuador, Venezuela, Guatemala y Honduras, comparten el comporta-
miento problemático informal de México.4 Bien puede ser que los oae en las demo-
cracias en desarrollo sean más débiles de lo que parecen en la práctica debido a la 
debilidad institucional generalizada.

México es reconocido por su transición pacífica a la democracia en 2000, y el im-
portante papel que tuvieron los partidos políticos y las reformas electorales en la 
derrota del régimen autoritario del Partido Revolucionario Institucional (pri) (Be-
cerra et al., 1997; Eisenstadt, 2004; Greene, 2007; Langston, 2017; Merino 2004; 
Lujambio, 2000). El pri, el Partido de Acción Nacional (pan) de centro derecha y el 
Partido de la Revolución Democrática (prd) de centro izquierda fueron los pilares 
del sistema de partidos de la nación y dominaron los votos y los asientos entre 1991 
y 2015. El pan controló la presidencia de 2000 a 2012. El pri volvió al Poder Ejecuti-
vo en 2012 bajo el liderazgo de Enrique Peña Nieto.5 Sin embargo, en las elecciones 

3 Si los líderes de partido permanecen en el cargo durante largos periodos de tiempo, uno debería ver 
resultados diferentes porque deben interiorizar los costos y beneficios de sus acciones en el futuro. 

4 Véase González-Ocanto et al. (2012: 206), para comentarios sobre las elecciones municipales de 
2008 en Nicaragua. También son invaluables Norris, Wynter y Cameron (2018).

5 Los mandatos presidenciales en México duran seis años y el presidente nunca puede postularse 
para la reelección al cargo.
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concurrentes de 2018, los tres partidos tradicionales fueron derrotados por un par-
tido externo (Movimiento Regeneración Nacional o Morena), dirigido por un políti-
co carismático. Es posible que dos de los tres partidos tradicionales no sobrevivan 
los próximos ciclos electorales, lo que subraya las graves consecuencias de las tácti-
cas de partido contra sus oae y otros actores políticos.

Este artículo examina el proceso de reglamentación e implementación de las 
instituciones electorales durante las elecciones y otros momentos durante los años 
de transición y en los primeros años de democracia (de 1996 a 2014) utilizando do-
cumentación oficial, literatura secundaria y notas periodísticas. También entrevisté 
a varios actores relevantes para capturar mejor las estrategias de los líderes partidis-
tas a lo largo del tiempo: ex líderes de las dos autoridades electorales de la nación 
(conocido como el Instituto Nacional Electoral (ine o ife) y el Tribunal Federal 
Electoral (Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, conocido como 
Trife o tepjf),6 ex líderes del partido y académicos expertos en el tema.

INSTITUCIONES ELECTORALES Y ACTORES TRAMPOSOS

En términos generales, las instituciones son reglas que, al definir y limitar el com-
portamiento, permiten a los actores obtener mayores beneficios de la cooperación 
(Knight y Sened, 1998; Miller, 2005; North, 1990). Las instituciones son el  resultado 
de decisiones sociales tomadas por actores racionalmente limitados en negociacio-
nes con el fin de obtener beneficios para sus respectivos grupos lo que, a su vez, 
permite que otros se beneficien. Resuelven el problema de acción colectiva crean-
do mecanismos de sanción creíbles y están destinadas a regular el comportamiento 
en el futuro previsible, aunque en muchas ocasiones cambie. Incluso si un grupo 
autoritario participa en negociaciones mientras planea ignorarlas en la práctica, la 
institucionalización de reglas específicas, el empleo de un gran número de personal 
y la adquisición de presupuestos permiten a los actores coordinarse en torno a reglas 
que pueden obligar a todos los actores a cumplir con el tiempo.

Definimos instituciones eficientes como aquellas que benefician a los actores a 
través del monitoreo y la sanción, a menudo creando un supervisor externo que 
juzga, monitorea y aplica castigos por hacer trampa. Las instituciones ineficientes, 
por otro lado, son aquellas que perjudican a algunos actores, ya sea porque la coordi-
nación es difícil o porque grupos más fuertes se niegan a permitir cambios en las 
reglas. Por ejemplo, un conjunto ineficiente de instituciones políticas podría no 
crear derechos de propiedad sólidos, permitiendo así que el Ejecutivo confisque con 
relativa impunidad, lo que reduce la inversión futura y el crecimiento económico 
(North, 1990). Las reglas ineficientes también pueden conducir a la eventual des-

6 Trato ambos elementos de la autoridad electoral, ya que ambas se ven sometidas a una intensa pre-
sión por parte del Ejecutivo y los partidos. 
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trucción del sistema en el que están inmersos los actores, ya sea un sector de merca-
do específico o un sistema de partidos.

Las instituciones electorales en una democracia son un tipo de institución for-
mada por la negociación grupal. Los actores se preocupan por el presente y el futu-
ro; y para proteger sus beneficios en el futuro, usan su poder político en el presente 
para asegurar su posición, aunque el futuro sea inherentemente incierto (Ace-
moglu et al., 2005: 293). En el nivel más básico, los actores involucrados en la regla-
mentación electoral generalmente intentan proteger o ampliar su conteo de 
asientos o de votos (Colomer, 2005).7

Los líderes de los partidos normalmente modifican las reglas electorales en reac-
ción a las amenazas externas, como la expansión del sufragio, los nuevos partidos o 
el cambio de preferencia de los votantes (Benoit, 2007; Rokkan, 1970). Las reglas 
electorales son hechas por partidos, para partidos, con la expectativa de que estas 
mismas organizaciones cumplan las reglas que crearon, porque a largo plazo se be-
nefician de ellas. Sin embargo, está claro que los partidos en muchas ocasiones no 
cumplen las mismas reglas que ayudaron a crear. La atención se ha centrado en los 
regímenes electorales autoritarios y sus esfuerzos para evitar que los partidos de 
oposición compitan en igualdad de condiciones (Birch, 2008; Eisenstadt, 2004; For-
tin-Rittberger, Harfst y Dingler, 2017; Levitsky y Wey, 2009). Hay menos investi-
gación sobre por qué los partidos en democracias poco consolidadas se niegan a 
cumplir con las reglas que negociaron.8

Los actores centrales en este caso son aquellos con control sobre el sistema elec-
toral, especialmente los líderes del partido, los líderes del Congreso y el jefe ejecu-
tivo. Sus preferencias son ganar elecciones, tomar el control del aparato 
gubernamental y ganar más recursos. Los primeros dos objetivos son, por naturale-
za, de suma cero, por lo que los partidos compiten por ellos. El tercero tiene, en 
cambio, una naturaleza cooperativa. Esta estrategia cooperativa sólo es posible si los 
actores creen que la autoridad electoral es suficientemente fuerte como para obligar 
a los otros partidos a comportarse de forma similar; de lo contrario, deben hacer 
trampa para evitar ser los perdedores de la contienda. Sin un fuerte supervisor ex-
terno, los partidos se encuentran, en términos de competencia en las urnas, en un 
juego no repetido del dilema del prisionero. Pero incluso en esta situación, los par-
tidos todavía comparten intereses, como crear barreras de entrada y controlar la se-
lección de candidatos, lo que les permite cooperar en otras áreas.

7 Los partidos más grandes prefieren reglas más restrictivas para minimizar la participación de rivales 
más pequeños, mientras que los partidos pequeños quieren sistemas electorales que sean más represen-
tativos, para que puedan adquirir asientos en el Congreso (Colomer, 2005).

8 Como argumenta Katz (2005), los partidos mayoritarios (aquellos con el mayor número de asientos 
compartidos) sólo deberían cambiar las reglas electorales cuando sea en su beneficio. Sin embargo, lo 
que no está claro es si ese beneficio está en el futuro o en el presente.
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Estévez, Magar y Rosas (2007) sostienen que la relación entre la autoridad elec-
toral de México y los partidos que regula puede entenderse como un modelo de 
agente-principal. En su opinión, el oae no es independiente o autónomo de los 
partidos porque éstos conservan su capacidad de contratar y despedir a los conseje-
ros y controlar su presupuesto. Los partidos son principales y seleccionan a sus 
agentes para servir en la autoridad electoral, y luego ejercen presión externa duran-
te su mandato: los consejeros ceden a las demandas de los partidos o se niegan a 
hacerlo. Si los consejeros (o magistrados) se niegan a seguir las órdenes del patroci-
nador de su partido, los principales tienen varios instrumentos para sancionarlos. En 
previsión de esto, los consejeros y magistrados representan debidamente los intere-
ses del partido que los patrocinó.

Sin embargo, la metáfora de una relación agente-principal entre los partidos y las 
autoridades electorales no es del todo acertada. En la literatura económica, el agente 
no es responsable de monitorear y sancionar a su principal, quien lo colocó en el car-
go y le paga para que tome decisiones que estén en consonancia con sus demandas. 
Lógicamente, es difícil, si no imposible, que el agente restrinja a su jefe. Una mejor 
metáfora para iluminar las relaciones entre los partidos y el oae es la captura regula-
toria, en la cual el gobierno crea una agencia reguladora con la capacidad de monito-
rear y sancionar a las empresas en un determinado sector. La captura regulatoria se 
define como el momento en que la agencia está más estrechamente alineada con los 
intereses de los actores a monitorear que con el bien común (Stigler, 1971).

Después de repetidas interacciones con las empresas, las autoridades regulado-
ras aprenden que sus clientes externos tienen una fuerte preferencia por no cumplir 
con ciertas reglas. En este caso, como advirtió Stigler (1971), la agencia ya no prote-
ge al público del abuso de la industria, sino que ayuda a erigir barreras para prote-
gerlos de la entrada competitiva de otras empresas. Al reducir la amenaza de la 
competencia externa, las empresas del sector pueden coludirse y aumentar los pre-
cios, sin mejorar los servicios. En el caso de los partidos mexicanos, la “industria” 
está compuesta por partidos políticos, y sus líderes están mejor informados que el 
público votante sobre cómo perseguir sus metas, al mismo tiempo que pueden no-
minar y eliminar a los miembros recalcitrantes del organismo regulador, es decir, de 
la autoridad electoral (Carrigan y Coglianese, 2011).

México puede verse como un caso de captura del organismo regulador en el que 
la principal preocupación de los partidos es negar la entrada a nuevos participantes 
en el sistema de partidos, negar a los votantes más opciones de partidos y restringir 
a los activistas del partido y a los competidores por cargos públicos en sus esfuerzos 
para capturar más poder de los líderes de partido.

Se suelen discutir tres tipos de modelos de autoridad en términos de autoridades 
electorales globales: independiente, gubernamental y mixto (idea, 2014: 9-10). El 
modelo de México es claramente un ejemplo del modelo independiente, ya que el 
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oae no es parte del Ejecutivo, tiene la responsabilidad de implementar leyes y pue-
de administrar su propio presupuesto anual (idea, 2014: 9-10). Sin embargo, la inde-
pendencia formal no hace que el oae sea autónomo en la práctica, como lo 
demuestra el caso mexicano. La captura regulatoria permitió a los partidos engañar 
las reglas que negociaron y aprobaron, lo que, a largo plazo, condujo a un resultado 
colectivo que terminó siendo peor para todos.

Las responsabilidades de los líderes del oae consisten en crear las condiciones 
para que las preferencias de los votantes se traduzcan con precisión en resultados 
electorales. Sin embargo, las autoridades electorales suelen tener preferencias dis-
tintas, más cercanas a las de los regulados: quieren mantener sus puestos bien paga-
dos mientras conservan la percepción externa de autonomía y equidad de su 
institución. No obstante, muchos trabajan diligentemente para seguir la ley tal 
como la interpretan. En ocasiones, los reguladores deben antagonizar a los partidos 
por los comportamientos cuestionables de estos últimos. Si los partidos o el Ejecuti-
vo desean debilitar al oae, pueden hacerlo mediante una serie de maniobras que 
van desde la simple presión hasta la malversación directa, como colocar aliados cer-
canos en los consejos de dirección del oae, amenazar con reducir los presupuestos, 
destituir a los consejeros o magistrados sin causa, presionar a otros para que renun-
cien a sus cargos debido a escándalos personales, o prometer a los actuales adminis-
tradores electorales y jueces acceso futuro a puestos políticos.

Lara (2017a: 158) argumenta que cuando los partidos y sus representantes no 
pueden participar en los órganos de gestión electoral, pueden criticar y socavar el 
trabajo de las autoridades, lo que termina siendo peor para todos. Sin embargo, tam-
bién es el caso que cuando representantes sí participan en los oae pueden y logran 
debilitar a la autoridad electoral para promover sus objetivos electorales. Por lo tan-
to, la participación en el oae no excluye estrategias de incumplimiento; de hecho, 
puede hacer que la doble negociación sea aún más fácil.

Alarcón (2016: 20-21) expresa lo que la mayoría de los especialistas del sistema 
electoral mexicano argumentan: que los partidos, al tratar de ganar las elecciones, 
presionan los límites de la ley y, al hacerlo, ayudan a revelar debilidades o problemas 
relativamente importantes —por ejemplo, tras las críticas a las elecciones de 2009, el 
Ejecutivo y más tarde los tres partidos en el Congreso abrieron (hasta cierto grado) el 
sistema de partidos a nuevos actores mediante reelecciones consecutivas y candida-
turas independientes—. Los partidos se unen en el Congreso para mejorar las leyes 
y mitigar estos inconvenientes. Un argumento relacionado es que los tres partidos 
mexicanos más grandes utilizaron reformas electorales para reforzar, pagar o fortale-
cer a uno de los tres después de cada elección disputada. Bajo esta lógica, las refor-
mas de la década de 1990 pretendían incorporar al pan; la reforma de 2007 fue 
promulgada para aplacar al prd; y en 2014, los partidos buscaron solidificar el sistema 
tripartito. No obstante, esta explicación no da cuenta de los incentivos para debilitar 
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continuamente a los actores políticos externos; ni capta por qué ni cómo los partidos 
minaron al oae. Lo que mostrará la siguiente sección, sin embargo, es que, si bien los 
líderes de los partidos principales corrigen problemas a gran escala mediante nego-
ciaciones, también aprovechan cada reforma para imponer costos más altos en la 
participación de partidos más pequeños, políticos ambiciosos y votantes. El control 
del partido sobre la negociación de nuevas reglas electorales en el Congreso y el de-
seo del Ejecutivo de apoyar a su partido ayudan a explicar estos resultados bipolares, 
al igual que la naturaleza de corto plazo que tienen los intereses de los líderes.

Finalmente, uno podría argumentar que los líderes de partido no son actores de 
doble cara que sólo piensan en ganancias a corto plazo. Otra línea de investigación 
en la teoría de los costos de transacción sostiene que los actores con límites raciona-
les suelen cometer errores al negociar, y con esto hacen reglas que luego crean 
consecuencias no deseadas, y generalmente negativas (Williamson, 1984). Puede 
ser que los actores racionalmente limitados cambien las leyes electorales para satis-
facer sus necesidades inmediatas y no calculen adecuadamente las consecuencias 
futuras. La naturaleza complicada de la negociación entre partidos, los efectos des-
conocidos de diferentes conjuntos de reglas, así como los cambios en los resultados 
y en tecnologías electorales, pueden producir reglas que tienen poca relación con 
aquellas que los partidos se habían propuesto aprobar en el Congreso. Si este argu-
mento tiene peso, entonces uno debería ver correcciones en reformas posteriores 
para deshacer el daño autoinfligido.9 En el caso de México, la duplicidad intencio-
nal y la racionalidad limitada bajo la tensión de las negociaciones multipartidistas 
condujeron a una serie de reglas electorales problemáticas.

LA TRANSICIÓN VOTADA EN MÉXICO

La transición democrática de México de 1988 a 2000 fue un claro ejemplo de una 
“transición votada” (Merino, 2004). Los principales impulsores de la transición de 
México fueron los tres partidos nacionales más grandes, cuyos líderes negociaron 
una serie de reformas electorales a partir de 1989, con la creación del Instituto Fe-
deral Electoral autónomo (ife) tras la problemática victoria del candidato del pri en 
1988, y que culminó con la reforma transformadora de 1996. La reforma de 1996 li-
beró a la autoridad electoral de la interferencia del Ejecutivo aún hegemónico del 
pri, instituyó mesas de votación y procedimientos de conteo que serían realizados 
por ciudadanos seleccionados al azar y dio a los partidos de oposición acceso a am-
plios recursos de campaña y tiempo mediático (Merino, 2004; Becerra et al., 1997).

Hoy los tres partidos que guiaron a la nación por una transición relativamente no 
violenta y se repartieron el poder durante casi dos décadas luchan por el futuro de 

9 Un ex consejero de ife ofrece un ejemplo de este tipo de racionalidad limitada: un líder del partido 
deseaba reducir el número de asientos de rp en el Congreso, pero tal medida habría perjudicado al parti-
do del líder. Entrevista con Arturo Sánchez, 13 de marzo de 2019.
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sus organizaciones, en gran parte, porque los votantes creen que son corruptos e 
ineficaces. El pri perdió casi 81 por ciento de sus asientos entre 2009 y 2018; el prd 
vio su recuento de asientos reducido en 48 por ciento y el pan en 45 por ciento.10 
Este trabajo no asigna toda la culpa del declive de partidos tradicionales a su com-
portamiento no cooperativo en las elecciones y su capacidad para alzar barreras a la 
participación ciudadana. La corrupción, el bajo crecimiento económico y las activi-
dades delictivas organizadas a gran escala son obviamente factores importantes en 
el colapso electoral de 2018. La capacidad de los partidos para controlar la represen-
tación disminuyó la retroalimentación de los votantes hacia los líderes de partido y 
permitió que estos problemas se agravaran (Langston, 2017). Las evaluaciones ne-
gativas de los ciudadanos sobre los partidos sólo importan si sirven para motivar el 
castigo electoral. Estas barreras (junto con muchos otros factores, como el cliente-
lismo), dificultaban dicho castigo.

La candidatura de Morena bajo el claro liderazgo del ex líder del prd y dos veces 
candidato presidencial Andrés Manuel López Obrador, permitió a los votantes cas-
tigar a los partidos tradicionales. Como queda claro, el pan y el prd sufrieron graves 
pérdidas, al igual que el pri, lo cual significa que los resultados de 2018 no fueron 
sólo un rechazo de la gestión gubernamental; fue también un reconocimiento de la 
complicidad de los otros dos grandes partidos en el fracaso del gobierno.

Antes de entrar al relato de las reformas electorales, discuto lo que la literatura ha 
dicho sobre las mismas. En primer lugar, es importante preguntarse por qué se ve 
un proceso constante de reforma electoral en México. Molinar (1991) argumenta 
que el pri hegemónico impuso reformas electorales que se inclinaban a abrir el sis-
tema de partidos o a volverlo más restrictivo dependiendo de sus necesidades con-
textuales. Sin embargo, desde el inicio de la creciente competencia electoral, es 
fácil apreciar que los líderes partidistas negociaron y aprobaron todo tipo de reglas 
autolimitantes en el Congreso que, a la vez, imponían restricciones ventajosas sobre 
la autoridad electoral y otros actores políticos. Esta variación demuestra que no es 
cierto que un contexto político específico determine el resultado.

En segundo lugar, los partidos en el Congreso, o al menos una coalición mayori-
taria, negociaron estas reformas de manera conjunta: es decir, después de 1986, no 
hubo una imposición hegemónica de todo un conjunto de reglas. Cuando el pri 
quería apoyo en un programa importante de políticas, lo intercambiaba por refor-
mas electorales con el segundo partido más grande, el pan.11 Además, en casi todas 
las reformas posteriores a 1990, el prd estuvo involucrado, al menos durante las ne-

10 Véase www.diputados.gob.mx. 
11 El presidente Carlos Salinas de Gortari (1988-1994) negoció una serie de reformas con el pan a prin-

cipios de la década de 1990 a cambio del apoyo del pan en el Congreso. El presidente Ernesto Zedillo, en 
medio de una crisis económica, negoció con el pan y el prd antes de las trascendentales reformas de 1996. 
En las reformas de 2014, el pri necesitó el apoyo del pan para aprobar una profunda reforma energética.
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gociaciones. Éste es un punto importante porque no es el caso que los partidos en el 
poder tomen decisiones sobre si harán trampa o no, mientras que la oposición debe 
reaccionar a su decisión, como algunos han argumentado (Chernykh y Svolik, 
2015). En tercer lugar, no ha habido una sola elección nacional desde quizá 1982 sin 
alegaciones de fraude emitidas por algún partido perdedor, y ciertamente estas que-
jas han continuado desde la democratización en 2000.12 En este momento, no sabe-
mos si esto es porque los partidos hacen trampa en cada elección, porque piensan 
que pueden engañar a la autoridad electoral diciendo que los otros partidos no están 
cumpliendo con las reglas electorales o porque piensan que obtienen algún tipo de 
beneficio al extorsionar al ganador (Hernández, 2019).

En cuarto lugar, así como los partidos afirman que sus rivales hicieron trampa en 
cada elección, después de las elecciones de 2006, es posible ver que al menos un 
par tido (o un candidato) exigió una reforma electoral después de cada contienda 
fe deral. En 2006, después de una agotadora campaña presidencial llevada a cabo en 
televisión y radio, el candidato perdedor exigió nuevas reglas para controlar los me-
dios y llevar a cabo recuentos semiautomáticos. Después de las quejas en las elec-
ciones legislativas de mitad de periodo de 2009, los partidos permitieron cierta 
apertura del sistema de partidos, lo que condujo a una transformación importante 
en 2014. Tras las elecciones presidenciales de 2012, el pan exigió reformas en 2014 
(como parte del Pacto por México, para el cual el pri necesitaba su apoyo), que el ife 
se fortaleciera para detener la interferencia gubernamental (sobre todo en eleccio-
nes estatales), entre muchos otros temas. Sin embargo, también está claro que los 
líderes de partido se coludieron para aprovechar estos momentos de reforma y pro-
mover sus beneficios comunes.

La evidencia presentada a continuación es mixta e incluye entrevistas, docu-
mentos legales y literatura secundaria. Elegí los entrevistados a partir de una lista de 
líderes de partido previos, actores gubernamentales, académicos y miembros de los 
oae. Las entrevistas fueron semiestructuradas. En la mayoría de los casos, pregunté 
directamente por qué se habían tomado ciertas decisiones sobre las reglas y su im-
plementación. Si bien la literatura secundaria sobre las leyes electorales en español 
es bastante abundante, el trabajo sobre las razones detrás de la toma de decisiones 
no lo es. Muy pocas investigaciones académicas han estudiado los efectos de las re-
formas a lo largo del tiempo. Las leyes electorales están disponibles en línea. Aun-
que no enumero en detalle todas las reglas electorales que los partidos crearon, el 
cuadro 1 documenta muchas de las reformas y nos permite capturar tanto la varia-
ción como las leyes aprobadas en cada reforma. Finalmente, en lugar de enumerar 
todos los ejemplos de incumplimiento con las instituciones formales por parte de 
los partidos, he incluido el valor de las multas aplicadas por el oae hacia los partidos.

12 Para ejemplos en las elecciones estatales, véase Velasco y Herrera (2013).
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CUADRO 1. Diferentes dimensiones de las actividades electorales en México13

Antes
de

1990

Reforma 
de 

1996 

Reforma 
de 

2007 

Reforma 
de 

2014 

                Explicación

Preelección

Leyes
electorales

Injustas para 
partidos más 
pequeños

sí no sí sí Nuevos partidos sólo cada 6 años 2007; 
3 por ciento de barrera 2014

Favorecen al partido 
gobernante

sí no no no Reformas de la década de 1990

Derechos de 
ciudadanos 
restringido

sí sí sí sí Sin reelección consecutiva; después 
reelección restringida; manipulación 
de cuotas de género; candidaturas 
independientes muy complicadas; 
imposible, en la práctica, involucrarse en 
la selección de candidatos; difícil formar 
partidos pequeños 

Procesos 
electorales

Elecciones 
manejadas 
adecuadamente

no sí sí sí Reformas de la década de 1990

Información sobre 
procesos de voto 
disponible

no sí sí sí Reformas de la década de 1990

Registro
de votantes

Algunos no 
enlistados en el 
registro

sí no no no Reformas de la década de 1990

Lista electoral no es 
precisa

sí no no no Reformas de la década de 1990

Algunos inelegibles 
fueron registrados 

sí pocos pocos no Reformas de la década de 1990

Registro
de partido

Algunos candidatos 
de oposición no 
pudieron postularse 

no no no sí Debido al involucramiento creciente del 
narco en la política

Las mujeres 
tenían las mismas 
oportunidades para 
postularse*

no no sí sí Las cuotas de género lentamente 
permitieron la nominación de mujeres

Minorías étnicas 
podían postularse

no no no no Legalmente sí, difícil en la práctica

Sólo los principales 
líderes del partido 
seleccionaban a 
candidatos

sí, 
excepto 

pan

no sí sí Desde la reforma de 2007, la democracia 
interna no es regulada adecuadamente 
por los oae

13 Birch (2012) divide la mala práctica electoral en diferentes categorías: manipulación de reglas, 
manipulación de la voluntad del votante; y cometer fraude el día de las elecciones. El presente trabajo 
desglosa el incumplimiento en tres categorías generales: escribir las reglas para que puedan ser manipu-
ladas en la práctica incumplir las reglas escritas y debilitar a las autoridades electorales.
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Antes
de

1990

Reforma 
de 

1996 

Reforma 
de 

2007 

Reforma 
de 

2014 

                Explicación

Algunos partidos 
no podían celebrar 
mítines 

sí no no no Reformas de 1996 y democratización

Durante la campaña

Campaña 
en medios 

Los periódicos 
estaban 
balanceados

no no no no Algunos periódicos tienen fuertes 
inclinaciones políticas

Noticias en TV 
favorecían al partido 
gobernante

sí algo sí sí Las reformas de la década de 1990 
forzaron una mayor apertura. El gobierno 
paga por una cobertura positiva

Los partidos 
tenían acceso 
a publicidad en 
los medios

no los 
partidos 

de 
oposición

sí sí sí Reformas de la década de 1990

Periodistas 
proporcionaban una 
cobertura justa de 
las elecciones.

no algo algo algo Democratización

Redes sociales 
utilizadas para 
ex poner fraude 
electoral

n.d. no sí sí

Financia-
miento de 
campaña

Los partidos tenían 
acceso justo a 
subsidios públicos

no sí sí no Reforma de 1996; pequeños partidos 
sí tenían; candidatos independientes 
todavía tienen problemas

Los partidos tuvieron 
acceso justo a 
donaciones políticas

no no no  no Reforma de 1996; todos tienen acceso 
justo, pero algunos partidos aceptan 
millones de pesos ilegalmente

Los partidos publican 
cuentas financieras 
transparentes

no no sí y 
no

sí y 
no

Los requisitos de informes se han vuelto 
mucho más rigurosos; sin embargo, gran 
parte de lo que gastan no está en las 
cuentas oficiales

Los ricos pueden 
comprar elecciones

no no no no

Fortalecimiento de 
la contabilidad

no no sí sí La reforma de 2007 permitió al ife ver la 
información de la cuenta bancaria de 
los partidos. En 2014, se revisó todo el 
sistema de contabilidad

Algunos recursos 
estatales se utilizaron 
incorrectamente para 
hacer campaña

sí sí sí sí Los gobernadores gastan en elecciones; 
el partido de gobierno también lo hace

CUADRO 1. Diferentes dimensiones de las actividades electorales en México 
(continuación)
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Antes
de

1990

Reforma 
de 

1996 

Reforma 
de 

2007 

Reforma 
de 

2014 

                Explicación

Día de la elección

Proceso
de 
votación

Algunos votantes 
fueron amenazados 
en las urnas

sí menos algunos algunos Reformas de la década de 1990. Pero 
al menos desde 2012, Alianza Cívica 
ha reportado que 21 por ciento de 
los centros de votación presentaban 
violaciones al voto secreto. Reportes de 
violencia el día de elección

Se emitieron 
algunos votos 
fraudulentos

sí menos menos menos Reformas de la década de 1990

Votar fue fácil no sí sí sí Reformas de la década de 1990

Elección genuina 
en las urnas

no sí sí sí Reformas de la década de 1990 y 
democratización

Boletas postales 
estaban disponibles

no no no no

Instalaciones 
especiales para 
discapacitados

no no no no

Nacionales viviendo 
en el extranjero 
podían votar

no no sí sí Reforma de 2005

La votación por 
internet estaba 
disponible

n.d. no no no

Postelección

Conteo
de voto

Las urnas eran 
seguras

no sí sí sí Reformas de la década de 1990

Resultados 
anunciados 
rápidamente

no sí sí sí Excepto en las elecciones 
presidenciales de 2006

Votos contados de 
manera justa

no sí sí sí Reformas de la década de 1990; muchos 
errores aritméticos, pero el conteo lo 
hacen los ciudadanos. Sin embargo, 
reportes de que los representantes de 
casilla son comprados, especialmente en 
zonas más pobres

Los supervisores 
electorales 
internacionales 
fueron restringidos

sí no no no Reformas de la década de 1990

Los monitores 
domésticos fueron 
restringidos

sí no no no Reformas de la década de 1990

CUADRO 1. Diferentes dimensiones de las actividades electorales en México 
(continuación)
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Antes
de

1990

Reforma 
de 

1996 

Reforma 
de 

2007 

Reforma 
de 

2014 

                Explicación

Post-
elección

Partidos 
cuestionaron los 
resultados

sí no sí sí Casi todos los principales resultados 
electorales se disputan; menos en 
contiendas de menor nivel

Las elecciones 
llevaron a protestas 
pacíficas

sí no sí no Excepto en 2006, con un resultado 
electoral extremadamente cerrado, y 
algunas elecciones gubernativas. Sin 
embargo, esto rara vez ocurre en las 
contiendas legislativas

Las elecciones 
desencadenaron 
protestas violentas

no no no no

Disputas resueltas 
a través de canales 
legales

no sí sí sí Sin embargo, hay muchas preguntas 
sobre la imparcialidad del Tribunal 
(2012; 2018)

Autoridades 
electorales

Fueron 
imparciales 

no sí algo algo Reformas de la década de 1990; Dudas 
sobre el ife y el Tribunal; Cuotas de 
partido; contratando y despidiendo 

Información 
distribuida a los 
ciudadanos

no sí sí sí Reformas de la década de 1990

Escrutinio público 
de su desempeño 
permitido 

no algo algo algo Reformas de la década de 1990

Buen cumplimiento no sí algo algo Fepade** no funciona plenamente; 
las autoridades electorales no parecen 
estar dispuestas a multar al partido 
gobernante en 2012 y 2018

Reveses Criterios de 
selección profesio-
nal para ife-ine

2014 Las reformas de 2014 complicaron el proceso de selección 
de consejeros del ine para reducir la posibilidad de cuotas 
de partidos

Unidad contable 2014 En 2007, la unidad de contabilidad fue retirada del Consejo 
General. Fue devuelta en 2014

Campañas 
negativas

2014 En 2007, la ley cambió para que los candidatos no pudieran 
denigrar o calumniar a otros candidatos o instituciones 
políticas. En 2014, los candidatos podían hacer 
comentarios negativos sobre las instituciones

Fuente: Dimensiones tomadas de  Norris, Frank y Martínez i Coma (2013: 127). Respuestas para México propor-
cionadas por dichos autores.  *Los partidos continuaron manipulando sus cuotas de género hasta que el Tribunal 
los obligó a nominar a 40 por ciento en 2012. **Fepade es parte del sistema judicial y se encarga de investigar el 
fraude electoral penal.

CUADRO 1. Diferentes dimensiones de las actividades electorales en México 
(continuación)
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LAS REFORMAS A LA LEY ELECTORAL EN MÉXICO

Las bases legales para la transición democrática de México se remontan a la reforma 
electoral de 1986 —la última en la que el Ejecutivo hegemónico impuso su volun-
tad sobre otros partidos— y a las elecciones presidenciales de 1988.14 En la reforma 
electoral de 1986, el Ejecutivo cambió la composición de la autoridad electoral para 
que ésta ya no requiriera que los partidos satélite (cercanos al pri) formaran parte de 
la mayoría en el Consejo de la Comisión Federal Electoral. Cuando varios líderes 
del pri decidieron abandonarlo en 1988, los partidos satélite les ofrecieron su regis-
tro electoral para que uno de estos líderes —Cuauhtémoc Cárdenas— pudiera 
postu larse para presidente. Bajo el Frente Democrático, Cárdenas casi vence al 
candidato oficial del pri, Carlos Salinas; pero debido a un sabotaje informático per-
petrado por la Secretaría de Gobernación, Salinas ganó las elecciones con poco más 
del 50 por ciento de los votos.

Después de esta elección tan cerrada, el régimen hegemónico del pri comenzó 
casi una década de negociaciones sobre reformas electorales, primero con el pan, 
el opositor de larga duración, y luego incluyendo a la nueva izquierda unificada, el 
prd. El pri y los partidos de oposición negociaron reformas electorales en 1989-
1990, 1993, 1994 y, finalmente, en 1996, antes de que el pri perdiera su mayoría en 
la Cámara de Diputados en 1997 y la presidencia en 2000. Así, la negociación sobre 
las reglas electorales y las elecciones fue crucial para el fin del gobierno autoritario 
en México, ya que cada reforma permitió mayor transparencia y equidad en la ges-
tión de elecciones, listas de votación, identificación de votantes, apertura de medios 
y financiamiento, entre muchos otros temas.

La reforma electoral de 1996
Una segunda ronda de negociaciones sobre las reglas electorales de México co-
menzó después del 1 de enero de 1994, debido a una serie de golpes al gobierno: 
primero, el Ejército Zapatista se levantó contra el Estado mexicano y segundo, el 
candidato presidencial del pri fue asesinado en marzo. Finalmente, estalló una 
crisis económica en diciembre que condujo a una alta inflación, al aumento de las 
tasas de interés y al rescate de los bancos por parte del gobierno. En parte debido a 
estas presiones, el nuevo presidente de México, Ernesto Zedillo (1994-2000), 
cumplió su promesa de campaña de negociar otra reforma electoral con los líderes 
opositores que haría que las elecciones fueran justas y obligaría a los perdedores a 
aceptar su derrota. Los cambios constitucionales en la reforma se aprobaron en 
1996, poniendo fin a cincuenta años de control hegemónico sobre la autoridad 

14 La liberalización del sistema político mexicano comenzó en 1977, con una reforma electoral que 
instituyó un sistema de mayoría mixta, con asientos garantizados para los partidos de oposición.



Joy Langston

VOLUMEN XXVIII · NÚMERO 2 · II SEMESTRE DE 2020      ePYG1289 16Política y gobierno

electoral de México cuando el secretario de Gobernación (aún en manos del pri) 
fue retirado del Consejo General del ife, volviendo al órgano de gestión electoral 
mucho más autónomo frente al gobierno.

Sin embargo, por diversas razones, no fue un modelo democrático perfecto. Pri-
mero, como comentó un ex consejero del ife, “la reforma de 1996 fue un pacto ne-
gociado por una élite que no quería perder su control sobre el aparato electoral”. 
Aunque la nueva élite política ahora incluía a líderes de los partidos de oposición, 
no estaba lista para aceptar la participación de activistas y actores externos en activi-
dades distintas a la votación. Por lo tanto, aunque los diferentes líderes de partido y 
los líderes del régimen pelearon por muchos aspectos del régimen electoral, 
descubrieron que también tenían mucho en común: financiamiento público, con-
trol sobre políticos ambiciosos a la búsqueda de cargos y control sobre la selección 
de candidatos, entre otros. Estos intereses comunes resultaban beneficiosos y peli-
grosos; beneficiosos porque los partidos podían acordar escribir y reescribir reglas y 
leyes que respaldaran sus intereses, pero peligrosos porque con el tiempo su capa-
cidad de cerrar el sistema de partidos a otros actores redujo la representación y la 
rendición de cuentas de sus funcionarios electos.

Por la reforma de 1996, el Ejecutivo ya no controlaba la selección de los conseje-
ros del Consejo General: ahora eran elegidos por una súpermayoría en la cámara 
baja del Congreso, lo que permitía a los partidos, los actores regulados, elegir a sus 
reguladores (además de redactar las leyes que los regulan). Un voto de súpermayo-
ría en el Congreso también alentó la cooperación entre los partidos para seleccionar 
a los consejeros. En 1996, la selección del nuevo conjunto de consejeros fue un 
juego de vetos que los partidos usaron en contra de las propuestas de otros partidos. 
Es decir, cada partido propuso al menos dos o tres posibles candidatos para el Con-
sejo, y los otros partidos podían vetar estas propuestas. Así, los partidos eligieron a 
“los más aceptables”.15 La mayoría de los elegidos para ser los nuevos consejeros en 
1996 eran académicos en diversos campos, como derecho, ciencias políticas y admi-
nistración pública. Sólo unos pocos habían sido burócratas dentro del ife o simpati-
zaban abiertamente con un partido.16

Todos los partidos ahora tenían acceso a los medios de comunicación durante las 
campañas, que serían monitoreadas para promover una cobertura menos sesgada. 
El Consejo General del ife se convirtió en el jefe de una burocracia gigante y pode-
rosa, responsable de la gestión electoral general de todas las elecciones federales, y 
desde 2014, además varias actividades a nivel municipal y estatal. Los consejeros 
ciudadanos fueron designados para encabezar la gran burocracia del ife (que más 

15 Entrevista con el ex presidente del pan, Luis Felipe Bravo Mena, 28 de marzo de 2019.
16 Véase Estévez et al. (2007) para obtener más información sobre cómo los consejeros en el primer y 

parte del segundo Consejo General votaron durante su mandato.
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tarde se convirtió en el ine en 2014 después de otra reforma sustantiva). Hoy en día, 
el ife-ine17 es responsable de renovar las listas de votación, imprimir las boletas, 
educar a los ciudadanos sobre su derecho a votar, emitir una tarjeta de votación que 
sirve como una identificación oficial, distribuir fondos a los partidos, monitorear el 
gasto de campaña, capacitar a los ciudadanos que administran las mesas de vota-
ción, imprimir las boletas y configurar las mesas de votación. Puede sancionar a los 
partidos por una variedad de delitos.

El Tribunal Electoral es una segunda agencia separada, responsable de la ad judi-
cación entre los diferentes actores y partidos. En las reformas de principios de la déca-
da de 1990, el Tribunal fue colocado dentro de la rama judicial del gobierno, dándole 
más poder, pues con esto es capaz de determinar un precedente legal en materia 
electoral y es la máxima autoridad en todas las disputas electorales. En el transcurso 
de seis a diez años, creció en poder e influencia a medida que comenzó a juzgar 
asuntos relacionados con las decisiones internas de los partidos (Martín, 2012b).

La autonomía de las autoridades electorales parecía asegurada gracias a las nue-
vas reglas: los consejeros no podían ser destituidos sin causa (originalmente, su 
periodo en el cargo era de siete años, y luego aumentó a nueve)18 y no podían haber 
militado en un partido durante al menos tres años antes de su nombramiento para 
asegurar su independencia política. Las palabras clave del nuevo Consejo autóno-
mo que surgió de la reforma electoral de 1996 fueron “imparcialidad, certeza, inde-
pendencia y autonomía”.19 Si el objetivo principal de la reforma era obtener la 
autonomía formal de las dos organizaciones (ife y el Tribunal) frente al Ejecutivo, 
ese objetivo se cumplió. La selección de los consejeros del ife fue acompañada por 
el cuidadoso proceso de elegir a los ministros del Tribunal Electoral y ampliar su 
periodo en el cargo, lo que les permitió una mayor autonomía frente a las deman-
das del Ejecutivo.

Las elecciones intermedias de 1997, las elecciones presidenciales de 2000 y las 
elecciones intermedias de 2003 se consideraron grandes logros democráticos para 
México, no sólo para los partidos victoriosos, sino también para las instituciones 
electorales autónomas. Sin embargo, después de las elecciones de 2000, los líderes 
de partido se dieron cuenta de que su comprensión sobre la relación entre la autori-
dad electoral y ellos mismos era incorrecta: mientras que los líderes de las organiza-
ciones partidistas creían que habían contratado consejeros para proteger sus 
intereses, muchos de los consejeros creían que —incluso si un partido específico 
había promovido su candidatura— su deber era tratar a cada partido por igual y usar 

17 El nombre del ife se cambió debido a otra reforma importante en 2014 al Instituto Nacional Elec-
toral o ine.

18 El presidente del Consejo fue nombrado por seis años con la posibilidad de ser reelegido por un 
segundo periodo.

19 Entrevista con Mauricio Merino, 30 de enero de 2019.
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la ley para castigar los engaños. De hecho, después de la contienda presidencial de 
transición en 2000, en la que el pri perdió el cargo Ejecutivo por primera vez desde 
su creación, los consejeros encontraron graves infracciones a las normas de gasto, 
tanto por el antiguo pri hegemónico como por el nuevo partido del presidente, el 
pan. Ambos partidos fueron investigados, declarados culpables de aceptar fuentes 
de financiación ilícitas y gastar de forma excesiva, y multados fuertemente. Ambos 
protestaron ante el Tribunal Electoral y finalmente perdieron sus respectivos casos 
y se vieron obligados a pagar. La multa por Pemexgate fue aproximadamente el 
doble de lo que el gigante petrolero de México había transferido a la campaña pre-
sidencial del pri, obligando al pri a pagar más de mil millones de pesos (97 millones 
de dólares) (Morris, 2009). Después de perder la presidencia, esta multa paralizó al 
pri hasta las elecciones intermedias de 2003. En cuanto a Amigos de Fox, el pan fue 
multado con 498 millones de pesos, un poco más de la mitad, lo que equivale a unos 
50 millones de dólares (Nexos, 2006).

El Consejo General de ife compuesto por estos miembros, que duró desde 
1996-2003, fue considerado el más independiente e imparcial de todos los Consejos 
del ife, lo que animó a los principales partidos a debilitarlo para que no fueran gol-
peados con grandes multas de nuevo.20 En el siguiente proceso de selección del 
Consejo General del ife en 2003, los dos partidos que habían sido penalizados deci-
dieron colocar consejeros aún más alineados con sus intereses, y excluir a los nomi-
nados del prd, cuyo candidato principal ya parecía ser el favorito para la contienda 
presidencial de 2006.21 Por lo tanto, el primer Consejo fue un éxito porque sus 
miembros en ocasiones estaban dispuestos a votar en contra del partido que los ha-
bía patrocinado. Pero este éxito produjo una reacción contra la autonomía del ife 
que había hecho esto posible.22

La crisis de autonomía del oae
los líderes de partido tenían los medios y los intereses comunes para manipular o 
ignorar las leyes electorales, y lo hicieron de varias maneras: primero, los líderes de 
los tres partidos principales seleccionaron agentes más cercanos en el ife en 2003 y 
el Tribunal Electoral en 2006. Segundo, después de las desastrosas elecciones de 
2006, dejaron claro que estaban dispuestos a “despedir” a los consejeros, presio-
narlos para que renunciaran o extender sus mandatos durante su periodo en el 
poder, cosa que hizo el gobierno del pri con los magistrados del Tribunal.23 Terce-

20 Entrevista con la ex consejera, Jacqueline Peschard, 6 de marzo de 2019.
21 Entrevistas con un ex candidato a consejero, José Antonio Crespo (marzo de 2019), con Mauricio 

Merino, consejero hasta 2003 (marzo de 2019) y con José Woldenberg, el líder del cg hasta 2003 (marzo 
de 2019).

22 Como explica Peschard, los partidos no querían ser sancionados por sus malas acciones; no aprecia-
ron el bien que un ejecutor externo independiente podía proporcionar. Entrevista, 6 de marzo de 2019.

23 Los líderes del partido en la Cámara de Diputados en dos ocasiones simplemente se negaron a 
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ro, redactaron leyes y reglamentos electorales que podrían manipularse fácilmente 
en la práctica. Estas acciones se tomaron para evitar los límites de gasto en campa-
ña que se impusieron. La mayoría de los partidos continuaron gastando en exceso 
durante las elecciones, mientras aceptaban dinero de otros funcionarios públicos y 
fuentes todavía más ilícitas. Su estrategia era gastar de más y luego pagar la multa, 
lo que nunca más sería una verdadera carga como alguna vez fue durante las elec-
ciones de 2000.

Cabe señalar que los líderes partidistas aceptan el trabajo del ife para un sinfín 
de tareas administrativas y logísticas que no afectan su capacidad de gastar o crear 
barreras para ingresar al sistema de partidos. Como se puede ver en el cuadro 1, 
áreas enteras de actividades de la autoridad electoral que se establecieron durante 
la década de 1990 continúan siendo aceptables para los partidos, como el registro y 
tarjeta de identificación de votantes, la educación cívica y la gestión de la participa-
ción ciudadana en las mesas de votación el día de las elecciones. El texto en cursiva 
se refiere a las reglas que restringen la entrada al sistema de partidos o de alguna 
manera implican un comportamiento artero de los partidos principales.

En el cuadro 1, se puede ver cómo los partidos en el Congreso, junto con dife-
rentes ejecutivos, negociaron cambios importantes en las reglas electorales, que 
luego ignoraron o manipularon. Estos cambios dan credibilidad al argumento de 
que los líderes de partido cooperan para excluir a actores políticos externos, mien-
tras compiten y hacen trampa para ganar votos. También se puede ver que en la 
sección de “reveses”, en ciertos casos, los nuevos líderes de partido tuvieron que 
revocar o modificar medidas recientes de reforma debido a sus consecuencias.

Ya que los miembros del Consejo nombrados en 2003 no tenían consejeros ciu-
dadanos vinculados al partido de izquierda, prd, fue considerado un oae sin el equi-
librio necesario entre los tres partidos principales, y varios de los nombrados tenían 
poco conocimiento de asuntos electorales, o eran abiertamente simpatizantes de 
uno u otro partido.24 Como resultado, fue difícil argumentar que el Consejo pudiera 
trabajar imparcialmente para interpretar y hacer cumplir las leyes electorales, inclu-
so si lo hiciera en la práctica. Este simple hecho volvería a atormentar al ife en 2006: 
con un resultado electoral extremadamente igualado, el prd podía cuestionar la 
imparcialidad y justicia detrás de cada acción tomada por el Consejo porque su par-
tido no había podido colocar a un solo consejero. 

Como dijo una ex consejera electoral, “los partidos protegieron sus intereses al 
llenar el Consejo con consejeros que actuaban como “correas de transmisión”, es 

votar a los nuevos miembros del Consejo General del ife en 2007 y 2013, lo que dejó al oae más débil (no 
hay sanciones por no votar los nuevos consejeros dentro del plazo prescrito).

24 Según algunas fuentes, el nuevo presidente consejero, Luis Carlos Ugalde, había sido simpatizan-
te del pri. Otro consejero, Virgilio Andrade, aceptó su afiliación al pri. El pan, sin embargo, votó a favor de 
estos nuevos consejeros.
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decir, consejeros que debían proteger los intereses de su partido específico en el 
Consejo, en lugar de la integridad institucional o electoral.25 Sin embargo, como 
señaló la misma consejera, muchos consejeros no se comportaron de la misma ma-
nera —no todos protegieron los intereses de “su” partido—. Aun así, en 2003 se 
rompió un delicado equilibrio entre el Consejo y los partidos, y como resultado de 
esto y de la reacción contra el Consejo en 2006-2007, los partidos pudieron capturar 
parcialmente al ife. A través de prácticas de contratación y despido, cambiando la 
duración del cargo, amenazando con recortes presupuestarios, haciendo cambios 
constantes a la ley electoral, los partidos enviaron un mensaje claro: no nos sancio-
nen con toda la fuerza de la ley, a pesar de que gastemos de más o aceptemos dinero 
de fuentes ilícitas. Con cantidades tan grandes de recursos legales e ilícitos fluyen-
do en las arcas de los partidos, la compra de votos se volvió más sustancial con el 
tiempo (Hagene, 2015; Greene y Simpser, 2020; Lawson, 2009).

Las reformas de 2007-2008 fueron al menos en parte una respuesta a la difícil 
campaña y periodo postelectoral de las elecciones presidenciales de 2006. Andrés 
Manuel López Obrador del prd perdió oficialmente las elecciones por un margen 
de 0.62 por ciento del voto nacional, pero aducía que le habían robado la victoria 
porque el candidato del pan, Felipe Calderón, afirmó repetidamente en su tiempo 
aire que López Obrador era un “peligro para México”, porque los grupos empresa-
riales habían colocado anuncios que criticaban al candidato de izquierda, y porque 
el ife descartó un recuento completo. El prd también se quejó de que los grupos 
mediáticos les habían cobrado tasas más altas por el espacio publicitario que al pan 
o al pri.

Para mantener al prd y su agraviado líder dentro de los límites del sistema 
político, los partidos en el Congreso negociaron una profunda reestructuración de 
cómo los partidos podían acceder a los medios de comunicación durante las campa-
ñas, particularmente la radio y la televisión. La reforma dictaminó que los partidos 
y los candidatos ya no podían pagar los anuncios de campaña en las elecciones fede-
rales. En cambio, la autoridad electoral administraría la colocación de todos los 
anuncios, y las compañías de televisión y radio estaban obligadas a ponerlos al aire 
como “anuncios de servicio público”, es decir, de forma gratuita. También se supo-
nía que este nuevo plan reduciría los costos de las campañas, aunque no hay evi-
dencia de que esto haya ocurrido, como lo demuestra la gráfica 1.

No queda claro si los líderes de partido entendieron las consecuencias que esta 
nueva regla tendría sobre su capacidad para llevar a cabo campañas electorales tele-
visivas que no molestaran al votante promedio, lo que da credibilidad a una explica-
ción basada en la racionalidad limitada y las consecuencias imprevistas.26

25 Entrevista con Jacqueline Peschard, 6 de marzo de 2019, Ciudad de México.
26 Entrevista con el entonces senador Roberto Gil del pan (marzo de 2014), quien se quejó amarga-

mente por la naturaleza cambiante y forzada de la campaña debido a esta nueva regla.
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La selección de consejeros (así como de magistrados del Tribunal) se cambió a 
un calendario escalonado para permitir mejores transiciones entre Consejos Gene-
rales. Al mismo tiempo, sin embargo, los líderes del prd exigieron la destitución del 
presidente del Consejo General del ife debido al sesgo percibido durante el proce-
so electoral. Como resultado, varios consejeros, incluido el presidente del Consejo, 
renunciaron o perdieron sus cargos. Ésta fue la indicación más clara hasta esa fecha 
de que los líderes de partido estaban dispuestos a romper la autonomía de la autori-
dad electoral cuando lo consideraran conveniente.

Los partidos también decidieron construir una nueva Unidad de Fiscalización 
cuyo jefe fue elegido por el presidente del Consejo y votado por la mayoría del Con-
sejo. La nueva Unidad de Fiscalización extrajo los poderes de auditoría de la esfera 
de control del Consejo supuestamente para que sus tareas pudieran llevarse a cabo 
de una manera más profesional y menos politizada. Tenía el propósito de evitar que 
los temas complicados de financiamiento se mezclaran con otros asuntos que el 
Consejo y los partidos tenían que resolver. Pero esta autonomía causó problemas en 
2012 y la Unidad fue devuelta más tarde al Consejo con la reforma de 2014. Como 
mencionó un antiguo consejero, una vez que la Unidad de Fiscalización volvió al 
Consejo, el ine pudo nuevamente imponer multas significativas.27 Nuevamente, 
vemos que algunas decisiones no fueron exitosas y fueron luego revertidas.

27 Entrevista con Arturo Sánchez, 13 de marzo de 2019.

GRÁFICA 1. Financiamiento público para los partidos en México, 1997-2018, 
en decenas de miles de pesos

Fuente: Ugalde y Casar (2018). 

9 352
9 891

8 707

7 573

9 724
8 841

10 274

11 228
11 844

1997 2000 2003 2004 2006 2009 2012 2014 2015 2016 2017 2018

Año

12 000

14 000

10 000

8 000

6 000

4 000

2 000

0

7 246 7 006

5 801



Joy Langston

VOLUMEN XXVIII · NÚMERO 2 · II SEMESTRE DE 2020      ePYG1289 22Política y gobierno

Con la gráfica 1, queda claro cuán bien financiados están los partidos, tanto du-
rante la temporada de campaña como en aquellos años sin campañas. Los partidos 
nacionales recibieron 11 844 millones de pesos en 2018, que son aproximadamente 
$ 90 millones de dólares divididos de manera desigual entre los partidos registrados 
y las coaliciones. Aunque los partidos reciben grandes sumas de financiamiento 
público, aún se niegan a respetar los límites de gasto y están dispuestos a pagar mul-
tas impuestas por la autoridad electoral una vez que finalice la elección. En cual-
quier caso, estas multas nunca volvieron a acercarse a la cifra del año 2000.

Si bien la mayoría de los analistas ven la reforma de 2007 como una respuesta a 
las elecciones previas, los líderes de partido aprovecharon las negociaciones para 
castigar a los partidos pequeños. En las nuevas boletas, en lugar de una única op-
ción con todos los socios de la coalición incluidos, cada partido tendría su propia 
casilla y emblema para que los votantes lo seleccionaran, junto con el nombre de la 
coalición. Antes de esta reforma, era imposible saber cuántos votos había ganado 
cada partido en una coalición porque sólo se votaba a la coalición. Ahora, los tres 
grandes sabrían cuánto de la distribución general del voto para su coalición provino 
de los partidos más pequeños y cuánto provino de sus propios simpatizantes, lo que 
facilitaría que las organizaciones electorales más pequeñas perdieran su registro.28

En segundo lugar, los nuevos partidos podrían intentar ganar el registro sólo cada 
seis años, en lugar de cada tres, dificultando el acceso a fondos y a los tiempos me-
diáticos. Esta decisión tenía un blanco evidente: aquellos ciudadanos o líderes polí-
ticos que deseaban desafiar a los tres grandes, limitando así la entrada al sistema de 
partidos. Los partidos aprobaron otra nueva regla que les permitía afirmar que cual-
quier proceso de selección de candidatos tenía que ser abierto y democrático, una 
regla que hacía más difícil desafiar sus prácticas de selección de los partidos.

En resumen, muchas de las propuestas más importantes de la reforma de 2007 
fueron una reacción a los fracasos percibidos en las elecciones previas. En segundo 
lugar, los liderazgos partidistas aprovecharon la reforma para colocar muchos otros 
artículos menos conocidos que, de hecho, redujeron la capacidad de políticos ambi-
ciosos para buscar cargos públicos, y de nuevos partidos y activistas para participar 
en el sistema político. Los líderes de los tres principales partidos estaban dispuestos a 
negociar cambios en el uso de los medios en campañas y prohibiciones de la  libertad 
de expresión para apaciguar a uno de los suyos. Pero también usaron sus mayorías 
en el Congreso para promover sus intereses compartidos en el bloqueo de nuevos 
participantes y la reducción del número de jugadores.

28 Woldenberg señala que este cambio redujo los costos de negociación para los partidos más grandes 
(marzo de 2019). Después de la reforma de 2007, el dinero público ya no aumentó con la llegada de un 
nuevo partido, como lo había hecho antes. Como el monto total se mantuvo igual y cada partido registra-
do obtenía una parte de este total, esto dio a los grandes partidos incentivos para bloquear la llegada de 
nuevos contendientes.
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El Tribunal Federal Electoral está mucho menos estudiado que el ife-ine;29 sin 
embargo, sus decisiones judiciales son ahora la última palabra en todos los asuntos 
relacionados con las elecciones. Al principio, el Tribunal era una corte de apelacio-
nes para algunas de las decisiones tomadas por el ife-ine con respecto a las eleccio-
nes. No obstante, en unos pocos años, los magistrados del Tribunal extendieron, 
mediante una acción judicial, el alcance de su autoridad a todas las áreas de activi-
dad electoral, en efecto, superando al ife-ine en su área de acción y convirtiéndose 
en el juez de última instancia (Martín, 2007). Con esto, los partidos se dieron cuen-
ta de que el ife-ine ya no era la autoridad más importante y comenzaron a apelar las 
decisiones más importantes ante el Tribunal casi de manera automática. En los 
primeros años, el Tribunal trabajó estrechamente con el ife-ine, pero con el tiempo, 
sus relaciones se volvieron más antagónicas. El Tribunal comenzó a devolver al ife 
casi todas sus decisiones para que fueran revisadas, lo que provocó que los partidos 
apelaran semiautomáticamente todas las decisiones del ife. Por último, el Tribunal 
comenzó a revocar de forma directa los fallos del ife-ine, lo que le dio al Tribunal 
más poder para oponerse al ine y actuar estratégicamente en línea con las preferen-
cias del Poder Ejecutivo.

Esto acabaría causando graves problemas al Tribunal, ya que los partidos en 2006 
eligieron a candidatos alineados para convertirse en magistrados. La lucha abierta 
para colocar aliados del partido en el Tribunal tuvo dos efectos principales: disputas 
constantes entre las dos agencias del oae y un mayor deterioro de la independencia 
de muchas de las decisiones del Tribunal. Una de las decisiones más cuestionables 
del Tribunal fue la autorización del registro a Jaime Rodríguez Calderón, gober-
nador sin partido de Nuevo León, en la boleta presidencial de 2018 como un can-
didato independiente, pese a las pruebas de que había reunido firmas de manera 
ilegal. El mismo día, el Tribunal emitió una decisión prohibiendo a Armando Ríos 
Piter competir como independiente porque no había cumplido con estas mismas 
reglas. La presión ejercida por los partidos y por el Ejecutivo finalmente debilitó a 
la agencia hasta el punto de que el presidente en 2019 pudo obligar al presidente 
del Tribunal a renunciar a su puesto de liderazgo porque no lo apoyó en una deci-
sión. Los ataques periodísticos contra supuestos actos corruptos tomados por magis-
trados en la Sala Superior se hicieron comunes; junto con una creciente presión para 
apoyar al Ejecutivo en decisiones cuestionables.

Es interesante notar que los partidos y el Ejecutivo tuvieron más éxito en contro-
lar decisiones del Tribunal que del ine, lo que indica que los miembros de ambas 
agencias no fueron capturados en el mismo grado. Este hecho dificultó el trabajo de 
los consejeros del ine, ya que sus decisiones podrían ser impugnadas por un Tribu-

29 Uno de los pocos tratados en inglés de la extensión de un libro sobre el Tribunal es Eisenstadt 
(2004).
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nal Electoral capturado por los intereses del Ejecutivo. La destitución de los líderes 
de las dos agencias resultó innecesaria, pues puede bastar la presión ejercida por el 
Congreso (o el Ejecutivo) para obligar a los miembros más independientes a dimitir.

REFORMAS ELECTORALES DE 2012 Y 2014

Una vez más, los cambios a la ley electoral en 2014 sucedieron a otra elección pro-
blemática. En las elecciones federales de mitad de periodo de 2009, las élites de los 
medios y las organizaciones de la sociedad civil (osc) se quejaron amargamente del 
comportamiento de los partidos mayoritarios (Hernández, 2015: 126). Las quejas se 
hicieron aún más fuertes cuando varios comentaristas políticos respetados pidieron 
una campaña de votación nula para demostrarle a la élite partidista de México que 
tenía que abrirse a nuevos miembros y poner fin a su comportamiento colusivo.30 
Para responder a estas críticas, la presidencia y los líderes partidistas al final de la 
administración de Calderón (2006-2012) negociaron varias iniciativas que se pro-
mulgaron en abril de 2012 y permitieron candidaturas independientes, referén-
dums y reelección consecutiva.31 En las reformas electorales de 2014 se llevó a cabo 
una reestructuración aún más profunda de la autoridad electoral y ésta formó parte 
del Pacto por México bajo el entonces presidente Enrique Peña Nieto del pri.

Las elecciones presidenciales de 2012 sacaron a la luz uno de los mayores pro-
blemas del sistema electoral mexicano —gastar por encima del límite legal—. Esto 
también creó presión para modificar una vez más el procedimiento de auditoría de 
los partidos. Los partidos en el Congreso aprobaron tres nuevas leyes: una nueva ley 
de partidos, una nueva ley que regulaba los delitos electorales y la ley que formali-
zaba las actividades de la nueva autoridad electoral, ahora llamada ine.

Como se puede apreciar en la gráfica 2, el pan es, por mucho, el que tiene menos 
probabilidades —si no de hacer trampa— de ser sorprendido gastando excesiva-
mente, mientras que el pri y el prd fueron los menos confiables en términos de 
seguir las reglas de gasto. Sin embargo, algunos entrevistados afirman que el prd es 
menos capaz de rastrear sus propios gastos. En las elecciones de 2012, el pri desvió 
para su campaña presidencial fondos que se habían registrado incorrectamente 
como gasto de los legisladores federales (senadores y diputados), para evitar que su 
candidato no fuera imputado por gasto excesivo. Además, el candidato del pri y su 
campaña no reportaron cerca de 85 millones de pesos. En los hechos, el ife reportó 
muchas delitos, pero no todos, o bien no pudo probarlos debidamente (Urrutia, 
2013: 8).

30 Hernández (2015: 126) reporta que la campaña de votación nula fue exitosa. Se emitieron casi 2 
millones de votos nulos en las elecciones de mitad de periodo de 2009 frente a poco menos de 850 000 en 
la intermedia de 2003.

31 Sin embargo, la reelección no entró en efecto hasta 2014.
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Uno de los peores ejemplos de gasto ilícito en 2012 fue el esquema masivo del 
pri para distribuir tarjetas de débito a sus operadores en ciertos distritos a cambio de 
votos, el llamado Caso Monex (Aristegui Noticias, 2012). Además, se descubrió que 
los partidos no registraron los gastos desembolsados el día de la elección, y dicho 
gasto habría seguramente superado los límites de gasto (Cristalinos, 2014: 222). Si 
los partidos gastaran por debajo de la cantidad máxima, todos se beneficiarían de la 
equidad percibida, al mismo tiempo que podrían ahorrarse recursos públicos. Cuan-
do se les preguntó sobre esto, los ex líderes partidistas que fueron entrevistados 
respondieron que los intereses a corto plazo derrotaban a los beneficios a largo pla-
zo.32 Sin embargo, es importante tener en cuenta que el pri nunca fue declarado 
culpable de irregularidades en este caso, bajo el argumento de que no estaba claro 
que el dinero realmente estaba destinado a comprar votos.

Debido a estos problemas recurrentes con el gasto en campaña, los partidos se 
sentaron una vez más en 2014 para negociar una manera de fortalecer al ine me-
diante la creación de un nuevo sistema de contabilidad de campaña y selección de 
consejeros (Solís Acero, 2018). Una nueva plataforma de contabilidad permite 
monitorear el gasto de la campaña en tiempo real (Solís Acero, 2018: 62). Final-

32 Entrevistas con Luis Felipe Bravo Mena, marzo de 2019, y Gustavo Madero, marzo de 2019, am-
bos ex líderes del pan.

Fuente: Cristalinos (2014, cap. 11). *En coaliciones. Nota: Esta gráfica no incluye multas de multas de Amigos de 
Fox (498 millones de mxp) o Pemexgate (mil millones de mxp) en 2000.
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mente, los resultados electorales pueden anularse si se descubre que una campa-
ña ha gastado cinco por ciento de más en una elección cerrada. El problema es 
que revocar las elecciones es, en última instancia, una decisión política en manos 
del Tribunal.

En esta misma reforma, los partidos, liderados por el pan, anunciaron que centra-
lizarían gran parte del poder de los institutos electorales estatales a la autoridad 
electoral nacional. El objetivo de este movimiento centralizador era debilitar el 
control de los gobernadores del pri sobre sus autoridades electorales estatales. La 
centralización no fue completa, pero el nombre, Instituto Federal Electoral, pasó a 
ser Instituto Nacional Electoral (ine) y se le asignaron aún más tareas, como la selec-
ción de los consejeros de los nuevos organismos electorales estatales, ahora  llamados 
Oples (Organismos Públicos Locales Electorales) y la supervisión del seguimiento 
del gasto en todas las elecciones, en lugar de sólo las contiendas federales.33

Las reformas de 2014 también abrieron el sistema de partidos a nuevos actores. 
Estas modificaciones fueron extensas e incluyeron candidaturas independientes 
(que no habían sido permitidas desde 1946), reelección consecutiva para una varie-
dad de puestos (prohibidos en todos los niveles para todos los cargos desde 1933) y 
nuevas cuotas de género. Sin embargo, al menos dos de estas reformas se han debi-
litado gravemente. Por ejemplo, la nueva ley requiere que los candidatos sean no-
minados nuevamente por el mismo partido que los seleccionó para su primer 
mandato (a menos que abandonen su partido dentro de un periodo específico antes 
de las próximas elecciones). Los candidatos independientes (aquellos que no tie-
nen registro de partido) ahora están permitidos en la boleta y reciben financiamien-
to público. Sin embargo, en la práctica, los partidos —en especial en las asambleas 
estatales— redactaron leyes que después manipularon tanto en el ám bito nacional 
como subnacional, de modo que los candidatos independientes rara vez están en la 
boleta electoral y no pueden competir con éxito (Hernández, 2015). Finalmente, 
en las reformas de 2014, los partidos alzaron la barrera de la representación legislati-
va del 2 al 3 por ciento del voto nacional, lo que dificulta que los partidos más pe-
queños mantengan su registro.34

A partir de la revisión de las reformas electorales y su implementación, sabe-
mos que los líderes de partido y el Ejecutivo tienen incentivos para negociar con 
otros partidos importantes la captura del regulador, hacer leyes que luego puedan 
manipular e ignorar muchas de las reglas que redactan para obligarse a cumplir. 
En los últimos años, los partidos de México siguieron estrategias no cooperativas de 
gasto en casi todas las elecciones porque sabían que no serían multados tan excesi-

33 Los Oples todavía están a cargo de las elecciones locales, pero si solicitan la ayuda del ine, la auto-
ridad nacional puede realizar ciertas tareas.

34 Véase Hernández (2015) para un estudio de los problemas de los candidatos independientes y la 
reelección consecutiva después de las reformas de 2014.
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vamente como lo habían sido por sus actividades del año 2000. Los cambios en la 
composición del ife y el Tribunal y la capacidad de los partidos y el Ejecutivo para 
colocar a sus favoritos como reguladores condujeron a este resultado. Por otro lado, 
en temas que no implican gasto, los partidos cumplen con las autoridades electora-
les. Finalmente, los partidos mantuvieron el sistema cerrado a nuevos participantes 
a través de su control sobre las leyes electorales, que las autoridades se vieron obli-
gadas a aplicar. Aun así, vale la pena mencionar que los partidos también revocaron 
algunas de sus decisiones cuando estas presentaron consecuencias no deseadas 
(bajo nuevos liderazgos partidistas). Por lo tanto, éstas no son causas mutuamente 
excluyentes: los partidos limitan, restringen y debilitan de manera intencional al 
oae, al mismo tiempo que cometen errores y tratan de remediarlos.

Los líderes y el Ejecutivo han debilitado con éxito varias de las bases de la auto-
nomía de los oae. Pudieron expulsar al presidente en funciones del Consejo del ife 
en 2007; alargaron el mandato de los magistrados en el Tribunal después de conclui-
do su periodo. Según informes oficiales, en 2018, el Ejecutivo presionó a la presi-
denta del Tribunal para que renunciara a su cargo (aunque sigue siendo magistrada). 
En su conjunto, estas manipulaciones dejan ver cómo la presión constante y los 
cambios en las reglas permitieron a los partidos y al Ejecutivo capturar al menos de 
forma parcial a su supervisor.

Sin embargo, la falta de representación y juego limpio tuvo consecuencias para 
los partidos y sus candidatos. El terrible cataclismo de las elecciones de 2018 quizás 
ha alterado el sistema de partidos para siempre. Este rechazo generalizado de los 
partidos tradicionales no se debió sólo a la implacable corrupción e impunidad du-
rante la administración de Peña o a la incapacidad o falta de voluntad de los parti-
dos de la oposición para detenerlas. Más bien, los votantes rechazaron a la mayoría 
de los candidatos de los tres partidos principales y recurrieron a López Obrador y a 
Morena por la abundancia de fracasos políticos acumulados desde 2000. Tasas de 
homicidio aterradoras, falta de crecimiento económico suficiente y el aumento de 
los precios (junto con los salarios estancados) también dañaron la reputación de los 
partidos, al igual que los informes de los periódicos sobre sus irregularidades. Las 
ganancias a corto plazo del cambio institucional se vieron abrumadas por las pérdi-
das a largo plazo cuando Morena utilizó el debate sobre la corrupción como un tema 
central contra los tres principales partidos en 2018.

Si bien al menos parte de la razón de las amplias victorias de Morena en munici-
pios, estados y, por supuesto, en la legislatura federal y la presidencia fue la falta de 
cumplimiento por parte de los partidos tradicionales de sus propias reglas, la nueva 
administración de López Obrador parece aún menos dispuesta a fortalecer a las 
autoridades electorales que sus predecesores, en gran parte porque quiere conti-
nuar ganando contiendas con enormes márgenes para permanecer en el poder. Por 
ejemplo, en 2019, el partido del presidente en el Congreso amenazó con reducir el 
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mandato del presidente del cg del ine de nueve a tres años, lo que se aplicaría re-
troactivamente al presidente en funciones (Animal Político, 2019). Si continúa este 
tipo de debilitamiento institucional, será menos probable que el organismo elec-
toral actúe en contra de los intereses del presidente, lo que quizás conduzca a 
peores resultados.

CONCLUSIONES

Tanto el ine como el Tribunal son organismos bien financiados y profesionalizados 
que ayudan a la nación a llevar a cabo numerosos procesos electorales. Se imprimen 
boletas, se instalan mesas de votación, se colocan anuncios, se emiten juicios y se 
distribuyen y contabilizan recursos, entre muchas otras tareas importantes de las dos 
agencias. Sin embargo, durante más de veinte años, los principales partidos y ejecu-
tivos de México eligieron una combinación de estrategias cooperativas y de incum-
plimiento frente al supervisor electoral, incluso cuando quedó claro que esta 
estrategia mixta eventualmente dañaría sus propios intereses. Este artículo ha pro-
fundizado en el tema de las ganancias a corto plazo y las creencias de los grupos en 
el poder de que podrían negar la entrada o al menos minimizar los riesgos de admi-
tir a otros actores en el juego de la política electoral. La doble naturaleza de la rela-
ción entre los partidos mexicanos —compitiendo entre sí para ganar elecciones y 
controlar los recursos y al mismo tiempo coludiendo para rechazar la participación 
de nuevos actores— creó un entorno en el que les resultaba más provechoso captu-
rar a la agencia reguladora y redactar leyes de exclusión para bloquear o debilitar la 
representación.

Los partidos en el Congreso constantemente han realizado cambios constitucio-
nales y legales en el sistema electoral. Sin embargo, cuando los oae aplican las nue-
vas leyes, los partidos suelen quejarse de que las autoridades no están actuando de 
manera imparcial o completa, y que permiten que los otros partidos gasten en exceso 
o cometan trampas. Pero es difícil para las autoridades electorales limitar estos com-
portamientos en parte debido a la forma en que los partidos seleccionan a los con-
sejeros y en parte porque éstos saben que los líderes pueden castigarlos con nuevas 
leyes, restricciones presupuestarias y ataques en los medios. Otro factor constante 
en el tiempo es que los partidos castigaron a ciertos grupos, como activistas y polí-
ticos ambiciosos en busca de cargos públicos dentro de sus propios partidos, votan-
tes regulares y mujeres, grupos infrarrepresentados en las boletas. El peor 
resultado es que incluso cuando los actores externos parecían beneficiarse de las 
nuevas reglas, en la práctica los partidos encontraban formas de reducir su partici-
pación e influencia.

Los líderes partidistas calcularon mal el aguante de los votantes para permitir las 
trampas electorales, al mismo tiempo que interpretaron mal el creciente poder del 
líder del partido más grande hoy en día, Morena. Queda por verse cuál de los tres 
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partidos sobrevivirá esta última prueba. Sin embargo, el partido en el poder sigue 
causando estragos en las reglas electorales y en las autoridades encargadas de imple-
mentarlas. Por supuesto, quedan muchas preguntas sin responder, relacionadas con 
la variación entre los partidos, la variación en el tiempo y las distintas estrategias 
que los partidos adoptarían en la misma elección o reforma electoral para avanzar 
sus intereses. Pg
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